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CARPETA DE INVESTIGACIÓN: FtrD/SEIDFruNAI. CDM}VOOO 10 1 5/20 19.

Lrc. EMMA VÁSQUEZ nrenrÍ¡¡rz.
AGENTE DEL MINISTERTo púsr_,lco DE LA
FEDERACIÓN, TITULAR DE LA AGENCIA
DECIMA PRiMERA INVESTIGADORA DE LA
UNIDAD ESPE CIALI Z AD A EN IN\TESTICACTÓ¡¡
DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES
púsl,rcos y coNTRA LA ADMrNrsrnecróx
DE JUSTICIA, DE LA FISCALÍ¿ cpxnRAL DE
LA REPUBLICA.
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ANDREA ROVIRA OpL nÍO d.efensora de los señores RAFAEL v

TEÓFILO ZAGATAWIL, comparezco ante Usted. para exponer:

Con fundamento en 1o dispuesto por los artículos 1o, 8o, 1Z y 20, Apartado

"B", fracciones IV y VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

113, fracciones IX y XI, 117, fracciones MI y VIII, 255 y 327 del Cóügo Nacional de

Procedimientos Penales, vengo a formular las siguientes consideraciones de hecho y

de Derecho, con objeto de que sean debidamente valoradas por Usted así como por

cualquier otra Autoridad Administrativa o Juücial que tenga injerencia en el proceso

ya que de las mismas se advierte que esa Fiscalía General de Ia República ha

renunciado a su autonomía e imparcialidad, ha abusado de sus facultades

constitucionales de investigación para cumplir objetivos dei gobierno federal y para

ello ha expropiado ilegalmente el conflicto iniciado por eI Instituto del Fondo Nacional

para la Vivienda de los Trabajadores ("eI INFONAVIT") en perjuicio del denunciante,

de los imputados y demás partes que conforman eI presente procedimiento penal.

CONSIDERACIONES

I. CONTRARIO A SUS FACULTADES CONSTITUCIONALES Y
LEGALES, ESA REPRESENTACIÓ}T SOCML HA EXPROPIADO Y
MODIFICADO LOS ALCANCES DE UN CONIFLICTO QUE DE
ORIGEI.{ I-,E PERTENECE AL INFONAVIT SEGÚN FUE
D(PUESTO EN LA DENUNCIA DE HECHOS DE 17 DE ENERO DE
2018.
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La reforma constitucional publicada en eI Diario Oficial de Ia Federación

el dieciocho de junio de dos mil ocho modiñcó el paraügma de justicia procesa,l penal

ta1 como se había venido entendiendo en este país desde hace más de dos siglos. No

solo fue un cambio de sistema (mixto inquisitivo a acusatorio adversarial), sino que

también se ocupó de üversos temas que habían quedado rezagados en eI ámbito
jurídico penal: uno de ellos, el papel de la víctima.

En efecto, una de Ias mayores críticas que se Ie hizo al sistema de justicia

penal inquisitivo mexicano consistía en que regularmente eI conflicto dejaba de tener
dos partes (víctima y probable responsable) para convertirse en un triángulo (Juez,

Ministerio Público y probable responsable), en el que Ia úctima quedaba en el olvid.o

debido aI papel protagónico que existía entre e1 imputado y eI Estado.

Estas críticas quedaron plasmadas en Ia exposición de motivos de

reforma en cuestión de vei¡rtinueve de septiembre de dos mil seis en Ia que

Diputado Federal JESÚS DE LEÓN TELLO estableció Io siguiente:

.

del sistema r¡enal. Despuós cle resentir el claño cometido en su
integridacl fisica, moral o en sus bienes m¿rteriales, las víctimas
luego son víctimas cle un orclen juríclico v cle una praxis tanto
ministerial como jtrdicial que, en luFar cle facilitarle Ias cosas. se
ias clificulta cle manera real. sistemática y estructural a grado
tal, que resulta ineficaz el ejercicio cle sus derechos
fundamentales.

No sólo sufren por el daño que les causa el clelincuente sino que,
aclemas, tienen que defenderse contra Ia falta de protección
jurídica que se da por las antinomias, defectos y lagunas
normativas en el conteniclo esencial de sus derechos
funclamentales.

La victima u ofenclido están indefensos. No se encuentran en
igualdad cle armas para enfrentar al Ministerio Pirblico, al .iuez,

al inculpado y a su defensor. La ley, por un lado, tiene un alcance
restringido y los jueces, por su parte, no tienen una vocación
garantista para clesarrollar el discurso de los derechos pro
victima.

t...1

Se trata. pues. de una etapa legislativa donde predomina
la visión rratrimonialista de los derechos de la victima.
mas no de la idea de los derechos fundamentales como
¡rretensiones innegociables. inalienables e
imprescrir:tibles. Es decir. el tratamiento legislativo del
ofendido o la victima del delito es única v exclusivamente
para reconocerle la pretensión económica de obtener la
reparación del daño como parte accesoria. pero no para
garantizarle la posibilidad real de defender sus derechos
para acceder a la iusticia penal. porque ello dependia de
la institución que Io representa socialmente en la
nersecución del delito. eI Ministerio Públieo como ente
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acusatorio. previo debido proceso legal. EI problema.surge,
sin embargo, cua¡rdo ni siquiera se Ie reconoce un papel activo
en la defensa de sus derechos funclamentales, porque son sujetos
aislados, Ias victimas, que nada más pueclen ejercer, con grancles
limitaciones, el derecho patrimonial a la repaiación clel dáño con
relación ai delito, porque el Ministerio pírblico es la instancra
que lo representa y que, por tanto, es el único que puecle ejercer
sus derechos. Nada más que si no Io hace, aunque fuera
arbitrario, iiegal o negligente, la victima oo poclí, 1r".".
absolutamente nada. Se tenía que resignar sin cuestionar; se
trataba de una obligación cle tolerar la imp,niclaci clel clelito
porque el Ministerio Público es Lrna institucjón cle buena fe que
resulta inescrutable por la teoría riel monopolio cle Ia acción
penal que dura¡te mucho tiempo clefenclió la Suprema Corte cle
Justicia de la Nación y la mayoría cle la doctrina nacional.

Asi, la tradición leqislativa. iurisprudencial doctrinaria

ndon nadien del procedimiento r:enal: incluso, ,lgora p*t"
de la teoría ve todavía con descloro el hecho rie que tai personaje
del drama]lcnal haya ganado terreno en los últimos anos bajo bl
üscurso cle los derechos pro victima, porque al seguir las
premisas conservacloras niegan injustificaclamente la
posibilidad del ofendiclo de ctrestionar muchos cle los acl,os que
afectan sus derechos; tan es así, que el lugar que actualmente
ocupa la victima u ofendido del delito en Ia Constitución ha
puesto en crisis los principios autoritarios en qLre se sustenta el
monopoiio de la acción penal que originaron una disfunción en el
Ministerio Público, como señaló en su momento Juventino
Castro y que clescle 1966 el.panismo lo denunció como parte clel
ré gimen autoritario. [. .. ] " (Énfasis Añacliclo)

En los hechos, la víctima y eI autor juegan un rol
cometimiento de 1a conducta antijur{üca, pero, como se ad.vierte

preponderante en el

de Ia critica anteri.or,

una vez iniciado el proceso, la víctima perdía este papel protagónico y pasaba a ser

lu1 mero denunciante o testigo, colocándose en una situación de desventaja al

momento de medir su participación en la posible resolución d.e su problema, impedida

de hacer valer sus intereses y necesidades. En ese sentid.o, Ios derechos de Ia víctima
se veían limitados por una üsión patrimonialista, en donde Io único que se Ie
aseguraba era que, en caso de obtener una condena, eI probable responsable tendría
que resarcir eI daño económico causado.

Este fenómeno de neutralización en eI que paulatinamente se va

excluyendo a Ia víctima del proceso penal se 11ama "expropiación de1 conflicto", pues,

como su nombre 1o i¡dica, "a Ia víctima se Ie roba o expropia e1 conflicto para

finalmente resultar siendo víctima de1 propio sistema penzü"1.

I Duce, M. (2014) . La ufutint,a en el si,stem.a de justi.ci a pen al,. [Jn a perspecti.uo, jurírl,i.ca y uim.in ol.ógico..
23 de junio de 2020, de Centro cle Estucli.os cle Derecho Penal cie la Universiclad de Talca Sitio web:



con eI ánimo de reincoraorar a ra vÍctima eu eI proceso y vorverla una
parte activa de] mismo, Ia reforma constitucional de dieciocho de junio de rlos mil ocho
estableció nuevas fi.guras juritlicas que permitían que ésta pudiera hacer valer sus
ütereses y [ecesidades a través del procedimiento penal. Como ejemplos concretos;
i) se incorporó la acción penal privada; ii) se estableció la posibilidad de que
participara en mecanismos alternativos de solución d.e controversias; y iii) se
facilitaron y ampliaron las causales para impugnar resoluciones del Ministeno
Público.

de1 procedimiento, el cua-]" transcribo a continuación para pronta referencia:

'Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido

Además de ello, el artículo 10g

Pena,Ies estableció un catálogo de derechos a

u.
uI.

VIII.

del Código Nacional de procedimientos

Ios que podría acceder Ia víctima dentro

II.

III.

A ser informado de los clerechos que en su favor le
reconoce la Constitución;

$ Oue el Ministerio Píülico y sr_rs auxiliares así como el
Órgano jurisdiccional les fac:iliten el acceso a La iusticiay les presten los serücios que constrtnclonalmente
tienen encomendados con legalidad, honraclez, lealtacl,
imparcialidad, profesionaiismo, eficiencia y eficacia y
con Ia debida diligencia;
A contar con información sobre los clerechos que en slr
beneficio existan, como ser atenciiclos por personal del
mismo sexo, o del sexo que Ia vÍctima elija, cuanclo asi
Io requieran y r:ecibir cle.srlc la comisión clel clelito
atención mérlica y psicológica cle urgencia, así como
asistencia .iuríclica a través de un Asesor juríclico;
A comunicarse, inmediatamente clespués cle haberse
cometido el delito con un familiar, e incluso con su
Asesor jurídico;
A ser informado, cuanclo así lo solicite, del desarrollo
del procedimiento penal por su Asesor iurÍdico, el
Ministerio Público y/o, en su. caso, por el ,Iuez o
Tribunal;
A ser trataclo con respeto y digniclacl;
A contar con un Asesor jurÍclico gratuito en cr-ralquier
etapa del procedimiento, en los términos clá la
Iegislación aplicable;
A recibir trato sin discriminación a fin dc evitar que se
atente contra Ia dignidad humana y se anulen o
menoscaben sus derechos y libertarles, por lo que la
protección de sus clerechos se hará sin clistinción
alguna;

IV.

V.

D(
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víctima u ofendido tendrán Ios siguientes derechosl

e imparcial
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xI. A recibir gratuitamente la asistencia cle un intérprel;e o
traductor desde la clenuncia hasta la conclusión clel
procedimiento penal, cuanclo la victima u ofencliclo
pertenezca a un grupo él.nico o ptreblo inclígena o no
conozca o no comprenda el iclioma esirañol;
trln caso de tener alguna cliscapaciclaá, a que se realicen
los ajustes al proceclimiento penal qr. ..un necesarios
para salvaguarclar sus derechos;
A que se Ie proporcione asistencia migratoria cuanclo
tenga otra nacionalidad;
A que se le reciban toclos los clatos o elementos cle
prueba pertinentes con los clue cuente, tanto en la
investigación como en e} proceso, a que se clesahoguen
las diligencias corresponclientes, y i intervenir en el
iuicio e interponer los recursos en los términos que
establece este Cóctigo;
A intervenir en toclo el proceclimiento por sí o a través
de .su Asesor iuríclico, conforme tn ,ll.prrestá en cste
Código;
A que se le provea protección cuanclo exista riesgo paa
su vida o integridad per-sonal;

XVIL A solicitar l¿r reaiización cle actos rle investigación que
en sll caso corresponclan, salvo que el Ministerio
Público consiclere que no es necesario, debienclo fr.rnclar
y motivar su negativa;

XUII. A recibir atención méclica y p.sicológica o a ser
canalizado a instituciones qLre le proporcionen estos
servicios, así como a recibir protección especial cle su
integridacl fisica y psíquica cuanclo asi lt solicite, o
cuando se trate de delitos que así lo requieran;XIX. A solicitar mer.liclas cle protección, providenclas
precantorias y mediclas cautelares;

XX. A solicitar el tra,slaclo cle la autoriclacl al lugar en cloncle
se encuentre, para ser interrogacla o participar en el
acto para el cual fue citacla, cuanclo por su eclacl,
enfcrmedacl grave o por alguna otra imposibiliclacl flsica
o psicológica se .clificulte .., .o-pare.éncia, a cuyo fin
deberá requerir Ia clispensa, por sí o por un tercero, con

. anLicipación;

XII.

xIII.

XIV.

\¿\ /

xu.

xxl.

XXII.

)oilIr.

A impugnar por sí o por medio cle su representante, Ias
omisiones o negligencia que cometa el Ministerio
Público en el desempeño cle sus funciones cle
investigación, en los términos preüstos en este Cócligo
y en las demás clisposiciones Ie gales aplicables;
A tener acceso a los registros cle la investigación
durante el procedimiento, así como a obtener copia
gratuita de éstos, salvo que la información esté suieta a
reserva así cleterminacla por el órgarro juriscliccional;
A ser restituido en sus derechos. cuando éstos
estén acreditados:

XXIV. A que se le garantice Ia reparación ctel daño rlurante el
proceclimiento en cualtluiera de las lormas previstas en
este Cóügo;

XXV. A que se le repare el claño causar1o por la comisión clel
delito, pudiendo solicitarlo clirectamente al órgarro
iuriscliccional, sin perjuicio cle qr.re el Ministerio ptrúhco
lo solicite;

XXVI. Al resguardo de su ictenticlacl y ciemás datos personales
cuando sean menores cle eclad, se trate cle delitos cle
violación contra la libertad y el normal rlesarrollo
psicosexual, violencia familiar, secuestro. trata de
personas o cuando aiuicio del órgano iurisdiccional sca



,q
qu'necesano para su protección, salvaguarclando en toclo

caso Ios tlerechos de la defensa;
XXVII. A ser notificaclo clel clesistimiento cle Ia acción penal y

de todas las resoluciones que finalicen el procedimiento,
de conformidacl con ias reglas que establece este Código;

XXUIL A solicitar Ia reapertura clel proceso cuando se hiya
decretado su suspensión, y

XXIX. [.,os demás que establezcan este Cócligo y otras ieyes
aplicables.

En el caso de que las üctimas sean personas menores cle
cliecjocho arios, el Órgano juriscliccional o el Ministerio público
tendrán en c*enta los principios rrer interés s,perior cre los niños
o adolescentes, la prevalencia cle sus cle.echos, su protección
integral y los derechos consagraclos en la Constitución, en los
Tratados, así como los preü.stos en el presente Código.

Para los delitos que impliquen violencia contra las mujeres, se
cleberán obscrvar toclos los dcrecrros q,e en su favor estabrece ra
I-ey General de Acceso cle las Muieres a una Vida Libre de
Vrolencia y clemás disposiciones aplicables.,, (Énfasis Aiarliclo)

como se advierte, dentro de Ia gama de derechos reconocidos, Ia víctima
debe poder acceder a la justicia respecto de sus denuncias o guerellas, además
de que puede

solución de controversias. La existencia de estos supuestos obedece precisamente
a la voluntad legislativa de regresarle a Ia víctima el control d.el conflicto. La víctima
no es un denunciante y no puede ser un mero testigo, sino que es una persona que

acude ante las autoridades de procuración y administración d.e justicia precisamente
para ello,

económico. En tal ürtud, es el de,unciante quien fija los alcances de Ia
investigación al ser eI titular del problema.

Esta nueva visión de justicia penal se hizo a la imagen de Ia Declaración
Sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del
Abuso de Poder adoptada por Ia Asamblea General de las Naciones Unid.as en su

resolución 40/34 de veintinueve de noüembre de mil novecientos ochenta y cinco cuyo
punto sexto explica los alcances que el denunciante debe tener en el ejercicio d.e su

derecho de acceso a la justicia y a un trato justo:

Declaración Sobre los Principios Fundamentales de Justicia
para las Victimas de Delitos v del Abuso de poder

"6. Se facilitará la adecuación de los proceclimientos juüciales y
administrativos a las necesidades de las víctimas:
a) Informando a las víctimas cle su papol y cIeI alcance, eI clesarrollo

cronológico y Ia marcha de las actuaciones, asi como cle la decisión
cle sus causas, especialmente cuanclo se trate cle clelitos graves y
cuando hayan soiicitado esa información;

b) Permitiendo gue las opinioues v preocupaciones de las
victimas sean presentadas v examinadas eu etanas
anropiadas de las actuaciones siempre que estén en juego
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Es decir, las preocupaciones de Ia víctima d.eben ser examinadas e

investigadas en cada etapa del proceso. Cuando se trate ,ile una investigación
ministerial, esto implica que Ia misma debe estar enfocad.a en los hechos plasmados
en 1a denuncia inicial que es en realidad, eI documento que refleja puntualmente Ia
inquietud de la aparente víctima.

A pesar de e1lo, esa Fisca-lía General de Ia República ha rebasado 1as

pretensiones iniciales de1 INFONAMT y expropiánd.ose del confljcto, ha abusado d.e

sus facultades de investigación al punto que desde eI dos de ma.rzo d.e este año se

encuentra indagando el patrimonio de mis defendidos aI marge' de la ieyz, siend.o
que Io que se denunció en un primer momento fueron hechos d.e carácter formal
atribuidos exclusivamente a quienes se pensaba que eran servidores públicos. El
considerar que §e actualizaban delitos de servidores públicos en Ia denuncia, derivó
de Ia ilcompetencia e igtrorancia del abogado externo rIeI INFONAMT al denunciar,
así como de Ia desidia, negligencia y corrupción del resto d.e las autoridades que han
conocido del asunto. Investigar donde no ha)¡ d.elito es corrupción.

En efecto, mediante denuncia de hechos de fecha diecisiete de enero de

dos mil dieciocho, Ios señores LENINN ESCUDERO IRRA, JESúS yÁzquFjz
BIBIAN v ARMANDO pÉREz RUGERIO, apoderad.os legales deI INFONAVIT,
hicieron del conocimiento de esa Representación Social los hechos que a su perecer
eran constitutivos de delito y los cuales fueron sintetüados en los siguientes términos:

"Con base en los contratos fueron clescritos en e'lL,on Dase en ros contratos que tueron clescritos en el capítulo de
hechos, se infiere que personal del INFONA\TT autorizó la
flrma de co.rtratos que tienen como finalidad la ¿reación
de diversos fideicomisos. en los que una empresa privada
se encargaría de realizar funciones que por Lev le

tomar en consicleración el objeto
en su arl,ículo 3' establece lo

2 Es clecir, incluso antes tle Ia supuesta presentación cle la denuncia cle hechos cle la Unidacl cle
Inl,eligencia Financiera de cinco de marzo de clos mil veinte.

i¡rstitución es quien se debería encarear de efectuarlas
directamente ], no a través de terceros,

En este sentido, es importante
del INFONAVIT, mismo que
siguicnte:
1...1
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"rt; por lo que, en
esüe caso, s, actuar se encuentra totarmente f,era crel marco
legal; s*mándoserc a erlo er hecho cle qure los contratos i"rr¿rían
como implicación er beneficio de u,a tercera persona, I.erra
Realty, S.A.p.I. de C.V.,, (Énfasis Añacliclo)

De Ia narrativa total de Ia d,enuncia de hechos, así como de Ia síntesis
señalada en el capítulo denominad.o "II. Tipicidad, antes transcrita, qued.a claro que
al INFONA\IT le interesaba denunciar a aquellos ejecutivos que, a su parecerr
habían firmado üversos contratos con TELRA REALTY, s.A.p.I. cle c.v. de manera
indebida' Tan es así, que eI texto d.el d,ocumento ni siquiera refiere al convenio d.e

transacción firmado e1 veintidós de agosto de dos mil diecisiete ni habla de 1os

$4,800'000,000.00 (cuatro mi] ochocientos milones de pesos 00/100 M.N.) que con
motivo de la indemnización por daños y perjuicios recibió TELRA REALTY, s.A.p.I.
de C.V.

Esta situación se reafirmó en Ia comparecencia del c. JESúS vAZquEZ
BIBIÁN de ocho de febrero de dos mil üeciocho a través de la cual ma¡ifestó reiterar
su pretensión para que eI Ministerio Público iniciara Ia investigación de los hechos
en los que su representada ,.

Ia firma de contratos con la persona mora-I Telrra (sic) Realty s.A.p.I. de c.v.,,.

¿Qué motivó la presentación de la denuncia? Cro¡01ógicamente, eI
diecisiete de enero de dos mil dieciocho ocurrió pocos meses después de que el
INFONAVIT v TELRA REALTY, s.A.p.I. de c.v. cerebraran eI convenio de
transacción de veintidós de agosto de d.os mil diecisiete con eI objeto de ,,resolver

controversiasactua1esyderivad'asdelapérdida

dicho convenio, a su vez. se üo
de los Contratos Telra". Es importante recordar que

con motivo de Ia libre voluntad. cIeI INFONAVIT,

de dal por terminados 1os

l]na vez finiquitada ia relación juríüca con TELRA REALTY, s.A.p.I.
de c.v., y con ello eI conflicto potencial con ella a] haberra indemnizado, el
INFONAVIT buscó transparentar el actuar d,e sus funcionarios ante Ia entonces
Procuraduría General de Ia República con objeto de conocer si se había actualizado
alguna conducta indebida en Ia contratación inicial bajo la Dirección General

3 Los Contratos Telra se- refieren en su conjunto a I<.¡s sigr:ientes convenios celebraclos entre eIINFONA\IIT v TELRA R!{ITY, S.A.P.L: 1) ei Convenio cle Óolaboración dc g cle.iunio cle 2014; 2) elcontrato de Licencia de 2 c! marzo de 2015; 3) eI contrato Promotor cle 28 de abril rie 2015; 4) eIContrato del\fovilidad cle 6 cle noviombre de 201'5; y b) el Contrato cle Serwicios prof.esionales rlc 24 cleret)rero de :¿U I Éi.

aprobación unánime de ministración,
Ilamados Contratos TeIraB
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,Íanterior, por 10 que se contrató

el asunto y denunciara

eI estudio reatiz¿fls ,r,
hechos atípicos.

que estuüara
Ias conductas correspondientes. A estas alturas se sabe que
los profesionistas fue erróneo y que, por ello, se denunciaron

Al igual que Ia denuncia, un dato de prueba que corrobora que ra
i¡rtención del INF0NAMT era d.enunciar la supuestamente indebida celebración de
los contratos de dos mil catorce, quince y dieciséis -y no el convenio de transacción d.e
dos mil üecisiete- es la entrevista realizada al señor AT,EJANDRO GABRIEL
CERDA ERDMANN el tres de septiembre d.e dos mil dieciocho en Ia que manifestó Io
siguiente;

"[...] en atención a los requerimientos formulaclos por esta
Representación social de la Fecreración mecliante los oficios
nirmero AYD-SPE-11007/2018 y AyD.SpE_1 1079/201 g, ambosde 27 de itrnio solicitaclo, me permito manifestar que

instrumentos ue no Iesionaran el interés (sic).
Atento a Io anterior, y previo habe.s". s.oüclo ln,lo e1 ..ooso cl.
mediación que a continuación se narra, se cleterminó que Io
conveniente era dar por terminar'lo cle forma definitña la
relación contractual qlre se tenía con ücha empresa y la
indemnización que se otorgó por claño y perjuicios ger".é .,r,
pago a favor cle TELRA REALTY, S.A.p.I., realizaclo mecliante
contrato de transacción, previamente consensuado por las
partes intervinientes, baio el cumplimienLo cle los urti..rl".
2110, 2108y 210g del Cócligo Civil Fecieral, así como cle Ia
normatividad interna que rige los actos juríclicos clel
INFONAVIT para Ia ceiebracró. rle instr*menl,os cle clicha
nai;uraleza, de conformiclad con ios siguientes antececlentes,
condiciones y circunstancias que a continuación relato y por Io
ctral se irizo una erogación por Ia canticlacl total cie cinc mil
ochenta y ocho millones de pesos. [...]" (Énfasis Añaclicio)

Es decir, el INFoNA\|IT se negó a presentar un informe contable ante
esa Representación social de Ia Federación ya que eI mismo reconoció que los
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Por si fuera poco, con fecha dos de octubre de dos mil diecinueve, er
licenciado JESÚS YAZq*TJEZ BIBIÁII, apoderad,o legal del INFOI{AVIT, solicitó por
escrito a la Fisca-Iía General de la República que recabara las entrevistas de los
SEñOTCS JOSÉ ANTONIO TINAJERO ZENIL, JUAN CRISTOBAL GIL RAMÍREZ 6i
supongo LUIS RoDoLFo ARGUELLES RABELL, aunque hace falta Ia segunda
página del escrito en cuestión)

dos mil dieciséis. Actos jurídicos respecto de los cuales eI INFoNA\¡IT tiene un
auténtico interés en determinar si fueron o no indebidamente fumad,os.

Por eI contralio, es evidente que el representante legal del denunciante
no solicitó Ia entrevista de aquellos funcionarios que snscribiero¡ eI contrato de
transacción de veintidós de agosto de dos mil diecisiete porque el organismo d.e

seguridad social considera que el convenio d.e transacción estuvo bien hecho v las
i¡demnizaciones correctamente pagadas.

Finalmente, 1a prueba más contundente de que er INFONAVIT no
buscaba cuestionar Ia }egalidad deI convenio de transacción de veintidós de agosto de
dos mil diecisiete, sino únicamente la celebración de los llamad,os "Contratos Telra,,
1o constituye eI hecho d.e que, al día de hoy, ningún funcionario de1 INFONAVIT ha
firmado eI proyecto de acuerd.o reparatorio que fue presentado el treinta y uno d.e

enero de dos mil veinte en nombre de los hermanos MAX y ANDRÉ EL-MANN
ARAZI.

Tan el INFONAVIT no busca un remedio patrimonial y tan no se duer.e
de e1lo, que sabía que se encontraba impeüdo en los térmüos d.er convenio de
transacción y del finiquito de veintiilós de agosto de dos mi1 diecisiete para firmar
djcha salida aLterna al procedimiento. Esto, pese a haber estado de acuerdo, d.esde
un inicio, en que se agotaran tod.os los mecanismos alternos de solución de
controversias pero refi.riéndose a los funcionarios que firmaron los contratos y a
quienes señalaron como imputad,os. Jamás ha existido un señalamiento directo haci.a
mis defenüdos.

A pesar de que en Ia carpeta de investigación existen diversos registros
de üvestigación que acreditan las necesidad.es y los intereses rea-Ies del INFONA\TT.
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esa Representación Social se ha expropiado del conflicto y ha d,ecid.icta investigar no
Ia legalidad de los contratos de dos mil catorce, quince y dieciséis entre TELRA
REALTY, S.A.P.I. de C.V. y ei INFONAVIT; sino la licitud del convenio de
transacción, del finiquito y de Ios pago que les sucedieron en dos mil üecisiete y dos
mil üeciocho, enfocando su investigación exclusivamente e, RAFAIL y TEóFILO
ZAGA TAWIL.

Por eIIo, en lugar de citar a los ejecutivos que a-l interior de INFONAVIT
tomaron Ia decisión de contratar con TELRA REArry, s.A.p.I. de c.v., 1a Fiscatía
General de Ia Federación se ha abocad.o en desprestigiar 1a operación de dos mil
diecisiete y en realizar diversos actos de molestia en torno a mis defendidos y a str
patrimonio.

En la promoción presentada el tres de junio de dos mil veinte por el
licenciado EDUARDO AMERENA MIN\,TELLE y por Ia suscrita, esta defensa se

avocó en demostrar que Ia investigación ministeria.L y las facultades constitucionales
de Ia Fiscalía General de la República necesariamente tienen sus límites en los hechos
que expresamente se ponen en su conocimiento a través dela rctitia criminis,límites
que han sido constantemente traspasados e ignorados en esta investigación, lo que

constituye una violación a los artículos 16 y 27 constitucionales. Aunad.o a ello, eI
actuar de esa Autoridad Ministerial también ha formalizado la expropiado de un
conflicto en detrimento de los derechos expresamente reconocid"os pa1,a la víctima
constitucional y }egalmente, deja-ndo en letra muerta las reformas constitucionales y
el nuevo paradigma de justicia penal que existe en el texto constituciona-I desde dos

mil ocho.

La realidad es que en este asunto se han coaligado servidores públicos

de üstintas áreas del gobierno, con objeto de marúpular Ia investigación. Incluso nos

resulta claro que se ha involucrado al actua,I Director General tlel INFONAW'I'y otros
funcionarios de dicho Instituto, contra quienes se ejercitarán acciones. Pero más aún,

de continuar con esta pesquisa y de insistir en coludirse y dejarse conducir en estas

ilegalidadesa, se generará¡r derechos en favor de mis defendid.os que les permitirían

demandar a-I denunciante por violar los acuerd,os alcanzados en eI contrato de

transacción y finiquito de veintidós de agosto de dos mi] üecisiete, eI cuaL fue

aprobado por su Consejo de Administración en Ia resolución RGA-602 5-081t7 tomada

a Como quedó claro en la diligencia de seis de febrero cle dos mil veinte en la que supuestamente se le
entregaron los primeros dos cheques rle BB\¡A BANCOMER aI señor OSCAIi JAVIER PRIEGO,
supuesto representante legal clel INFONAVIT, así como en el oficio SGPF/CGi04?I2020 cle veintiun<r
de febrero de clos mil veinte firmaclo por el acruai Director General clel INFONA\TT.
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en sesión ordinaria número 797 de treinta d"e agosto del mismo año y denunciar a sus
funcionarios.

Es más, hagamos la prueba. con fundamento en los artículos go, y
apartado "B", fracción IV de Ia constitución Federal, así como 113, fl,acción IX

reparación nenal o económica respecto de mis defendidos. Lo anterior para
estar en posibüdad de llevar aI INFONAWT a tribunales así como para rlenunciar
su corrupción poLítica en este asunto, permitiendo que el dinero entregado por ]os
señores El MANN ARAZI fuera dispuesto a un d.estino üstinto al de las arcas del
INFONAVIT, traicionando así sus intereses y los dei sector obrero patronal. Aún así,
Ia conducta atribuida sería atípica.

De hecho, es tar eI desaseo de Ia presente carpeta de investigación y Ia
evidente pesquisa que se sigue en contra de mis defendidos que meüante acuerdo d.e

quince de junio de dos mil veinte esa Agencia Investigadora optó por no infbrmarles
eI hecho o hechos que se le atribuyen actuand.o en contra de lo que dispone nuestra
Constitución General de la República y Ios tratados internacionales de los que México
forma parte. Situación que será abordada puntualmente en una promoción posterior.

En virtud de Io expuesto hasta este momento, solicitamos
respetuosamente a esa Fiscalía General d"e Ia República se abstenga de continuar
realizando pesquisas ücitas al margen de la Constitución Federal y contrarias aI
conflicto i¡icialmente expuesto por eI denunciante y evite seguir siendo instrumento
de esta persecución política que lo único que busca es privar a los señores RAFAEL y
TEÓFILO 1AGATAWIL de su derecho a ra propiedad privada. Asimismo, por lo que
hace a Ios hechos denunciados, materia de la presente investigación prononEa el no
eiercicio de Ia acción penal al existir elementos incontrovertibles que claramente
revelan que las conductas denunciadas ei diecisiete de enero de dos mil dieciocho (v
que fijaron Ia litis de la investigación) no son constitutivas de deljto y que 1os recursos
obtenidos por medio del convenio de transacción d.e veintidós de agosto de d.os mil
üecisiete son [citos.

Por Io expuesto y fundado,

A UStCd AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN
atentamente solicitamos:

24,

deI

O



^L.
i3 ff,,

,xr'
PRIMERO: Tenerme por presentada en términos d.el

presente escrito a través del cual real.izo diversas
manifestaciones descritas en eI cuerpo del mismo por las
cuales soiicito se abstenga de continuar realizando actos de

investigación ilícitos

fundamentales, y, por

y violatorios de derechos

eI contrario, avoque esta
üvestigación a obtener una justicia pronta, gratuita e

imparcia-l respecto de los hechos denunci.ad.os meüante
escrito de diecisiete de enero de dos mi1 üeciocho.

SEGUNDO: Gire oficio al Director General del Instituto del
Fondo Nacional de Ia Vivienda para los Trabajadores para
el efecto de que manifieste si es o no su pretensión obtener
una reparación pena_I o económica respecto de mis
defendidos y si, en su caso, se duele d.e1 convenio cLe

transacción y su finiquito suscritos eI veintidós de agosto

de dos mil diecisiete.

Ciudad a fecha de su presentación.

9I P - Dr. Alejandro Gertz Manero, Fiscal General cle la República.
C'C.P'- Lic. Jr"ran Ramos lópez Subprocuraclor Especializaclo en Investigación cle Delitos
Federales, de Ia Fiscalía General de la Repiülica.
C'C'P'- C. Director General riel Instituto clel Fonclo Nacional cle la Vivienda para los
Trabaiadores.

9 9-P C' Rogelio Castro Yázqrez, titular clc Ia Secretaría General y Juríclica, del Instil,¡-rto
del Fondo Nacional de la Viviencla para los Trabaiaclores
LI.C'P" C. Coordinador General Juriciico, del Fonclo Nacional r1e la Viviencla para los
Trabaj aclores.
C.C.P.- Medios de comunicación.

de México,

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo
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Fernanda Perez Gallardo


